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I. Presentación de la organización y metodología
Fundación Down 21 Chile es una organización de la sociedad civil con sede en Viña del Mar, Chile, dedicada desde hace más de una década a la promoción y defensa de los derechos de las personas con síndrome de Down y con discapacidad intelectual, mediante la incidencia legislativa, la educación inclusiva, la alfabetización a través del Proyecto Miranda, la formación de profesionales y familias mediante la plataforma Campus Miranda —con alumnado en Chile e Iberoamérica— y el acompañamiento a la vida independiente. La Fundación es además parte de la Federación Iberoamericana de Asociaciones de Personas con Síndrome de Down (FIADOWN).
Este informe alternativo se presenta con ocasión del examen del Estado de Chile durante el 35.º período de sesiones del Comité. Se concentra en cuatro ámbitos en los que la organización posee experiencia directa y documentada: igual reconocimiento como persona ante la ley (artículo 12), protección de la integridad personal frente a la esterilización forzada (artículo 17), respeto del hogar y de la familia (artículo 23) y educación inclusiva (artículo 24), junto con una sección transversal sobre accesibilidad cognitiva (artículos 9 y 21). La información proviene del seguimiento legislativo sistemático realizado por la Fundación, de su participación en comisiones parlamentarias y mesas de trabajo con el Ministerio de Educación, del trabajo territorial con familias en todas las regiones del país y del análisis del marco normativo vigente.
El informe sigue el orden de las disposiciones de la Convención, identifica en cada sección la legislación aplicable y su grado de compatibilidad con la Convención, las brechas de implementación y los grupos particularmente excluidos, y formula recomendaciones concretas que se sugieren al Comité para su consideración.
II. Resumen ejecutivo
A diez años de las primeras observaciones finales del Comité a Chile (CRPD/C/CHL/CO/1, 2016), las recomendaciones estructurales en materia de capacidad jurídica, esterilización forzada y educación inclusiva permanecen sin implementación. El régimen de interdicción y curaduría del Código Civil y de la Ley 18.600 continúa plenamente vigente; no existe un sistema legal de apoyos para la toma de decisiones; la normativa administrativa que permite la esterilización de personas con discapacidad intelectual a solicitud de terceros no ha sido derogada; y el financiamiento de la educación mantiene una lógica de diagnóstico que condiciona los apoyos a la certificación clínica del déficit.
A ello se suma, en 2026, un hecho de la máxima gravedad: la tramitación del proyecto de ley de admisión escolar denominado de "Elección Mutua" (Boletín 18389-04, Mensaje N.º 082-374/2026), que reintroduce mecanismos de selección escolar y establece para los estudiantes con discapacidad un cupo del 10 % que opera como techo condicional y no como piso garantizado, calculado además sobre la matrícula total y no sobre las vacantes disponibles, y que omite por completo a los estudiantes con necesidades educativas especiales de carácter transitorio. De aprobarse en sus términos, constituiría una regresión estructural incompatible con el artículo 24 de la Convención y con la prohibición de regresividad en materia de derechos humanos.
Este informe solicita al Comité que examine con especial atención dichas materias y formule al Estado de Chile recomendaciones con plazos verificables, indicadores y presupuesto asociado.
III. Artículo 12 — Igual reconocimiento como persona ante la ley
3.1. Legislación vigente: interdicción y curaduría
El Código Civil chileno mantiene el régimen de interdicción por demencia y la designación de curadores que sustituyen íntegramente la voluntad de la persona. La Ley 18.600 establece además un procedimiento simplificado de interdicción para personas con discapacidad intelectual, que permite privar de la capacidad jurídica mediante un trámite sumario, con estándares probatorios mínimos y sin garantías procesales adecuadas. Este régimen configura un modelo de sustitución de la voluntad frontalmente incompatible con el artículo 12 de la Convención y con la Observación General N.º 1 (2014) del Comité.
INCUMPLIMIENTO: En 2016 el Comité recomendó a Chile derogar toda disposición que permita la sustitución de la voluntad y establecer un sistema de apoyos para la toma de decisiones. Transcurridos diez años, no existe ley de capacidad jurídica, el procedimiento de interdicción sigue aplicándose y las personas declaradas interdictas continúan privadas del ejercicio de derechos patrimoniales, laborales, sanitarios y familiares.
3.2. Ausencia de un sistema de apoyos
Chile carece de un marco legal de apoyos y salvaguardias para el ejercicio de la capacidad jurídica. Las personas con síndrome de Down que alcanzan la mayoría de edad enfrentan una disyuntiva impuesta por el sistema: o sus familias inician un proceso de interdicción —frecuentemente exigido por bancos, instituciones previsionales y servicios de salud como condición para operar— o quedan en un limbo jurídico sin apoyos formales reconocidos. La consecuencia práctica es que la interdicción se utiliza como trámite administrativo de acceso a servicios, normalizando la muerte civil de personas adultas plenamente capaces de tomar decisiones con apoyos.
El impacto alcanza el ámbito laboral: personas con discapacidad intelectual contratadas bajo la Ley 21.015 de inclusión laboral ven cuestionada su capacidad para suscribir contratos de trabajo, afiliarse a sindicatos o administrar sus propias remuneraciones cuando existe una declaración de interdicción, vaciando de contenido el derecho al trabajo reconocido en el artículo 27 de la Convención.
3.3. La credencial de cuidador o cuidadora como institucionalización de la sustitución
El Estado ha implementado una credencial de cuidadora o cuidador, inscrita en el Registro Social de Hogares, que identifica a la persona cuidadora como interlocutora del Estado respecto de la persona con discapacidad. Sin perjuicio de la legítima necesidad de reconocer y apoyar a quienes cuidan, el diseño del instrumento consolida a nivel estatal un modelo de intermediación permanente: los servicios públicos se dirigen a la persona cuidadora y no a la persona con discapacidad, precisamente el patrón de sustitución de hecho que el párrafo 17 de la Observación General N.º 1 identifica como contrario al artículo 12. La política de cuidados debe construirse sobre la base del reconocimiento de la capacidad jurídica de la persona apoyada, no en su reemplazo.
3.4. Riesgo de legislación diagnóstico-específica
En 2025 se presentó en el Senado una moción para legislar específicamente sobre el síndrome de Down. Esta Fundación ha manifestado su oposición a la fragmentación diagnóstica del reconocimiento de derechos: legislar por diagnóstico reinstala el modelo médico, jerarquiza discapacidades y debilita el marco universal de derechos que exige la Convención. Los avances deben producirse mediante reformas universales —capacidad jurídica, educación inclusiva, accesibilidad— aplicables a todas las personas con discapacidad.
3.5. Un precedente positivo aislado
La Fundación destaca como avance el pronunciamiento del Tribunal Calificador de Elecciones (Rol 83-2025), que reconoció el derecho al voto de personas con síndrome de Down sujetas a interdicción. Se trata, sin embargo, de un precedente jurisdiccional aislado que confirma la urgencia de la reforma legal integral: los derechos no pueden depender de litigios caso a caso.
3.6. Recomendaciones al Comité (artículo 12)
1. Instar al Estado a presentar, en un plazo definido, un proyecto de ley de capacidad jurídica que derogue la interdicción del Código Civil y el procedimiento de la Ley 18.600, y establezca un sistema de apoyos y salvaguardias conforme a la Observación General N.º 1.
1. Recomendar la revisión de oficio de las interdicciones vigentes, con restitución de la capacidad jurídica y planes individuales de apoyo.
1. Recomendar que ninguna institución pública o privada pueda exigir la interdicción como condición de acceso a servicios financieros, previsionales o de salud.
1. Recomendar el rediseño de la credencial de cuidador/a y de la política de cuidados sobre la base del artículo 12, garantizando que la persona con discapacidad sea la titular e interlocutora de los servicios, con los apoyos que requiera.
1. Recomendar al Estado abstenerse de legislar por diagnóstico y canalizar los avances mediante reformas universales de derechos.
IV. Artículo 17 — Protección de la integridad personal: esterilización forzada
4.1. Marco normativo vigente
La normativa administrativa sanitaria chilena permite, hasta hoy, la esterilización de personas con discapacidad intelectual —mayoritariamente mujeres y niñas— a solicitud de terceros, sin el consentimiento libre e informado de la propia persona, mediante un procedimiento ante la autoridad sanitaria basado en la Resolución Exenta N.º 2326 de 2000 del Ministerio de Salud y en el marco de la Ley 20.584 sobre derechos y deberes de los pacientes, que contempla decisiones adoptadas por representantes respecto de personas calificadas como incapaces de manifestar su voluntad. La combinación de este marco con el régimen de interdicción descrito en la sección anterior produce un circuito completo de sustitución: la misma declaración judicial que priva de la capacidad jurídica habilita a terceros para consentir una intervención irreversible sobre el cuerpo de la persona.
INCUMPLIMIENTO: En sus observaciones finales de 2016, el Comité instó a Chile a derogar las normas que permiten la esterilización sin consentimiento y a prohibirla expresamente respecto de niñas y adolescentes con discapacidad. Diez años después, la normativa administrativa sigue vigente, no existe prohibición legal expresa y el Estado no publica datos oficiales, desagregados y periódicos sobre esterilizaciones practicadas a personas con discapacidad.
4.2. Dimensión de género y ausencia de datos
La esterilización forzada afecta de manera desproporcionada a mujeres y niñas con discapacidad intelectual y constituye una forma de violencia de género institucional. La ausencia de datos oficiales desagregados —en contravención del artículo 31 de la Convención— impide dimensionar la práctica, fiscalizarla y repararla. Las solicitudes suelen fundarse en la prevención de embarazos o en la gestión de la higiene menstrual, finalidades que admiten alternativas no invasivas y que revelan la persistencia de estereotipos sobre la sexualidad de las mujeres con discapacidad.
4.3. Recomendaciones al Comité (artículo 17)
1. Instar al Estado a derogar expresamente la normativa administrativa que permite la esterilización de personas con discapacidad a solicitud de terceros y a prohibir por ley la esterilización sin consentimiento libre e informado de la propia persona, sin excepciones respecto de niñas, niños y adolescentes.
1. Recomendar la creación de un registro público de esterilizaciones con datos desagregados por sexo, edad y discapacidad, y un mecanismo de investigación y reparación para las víctimas.
1. Recomendar protocolos de salud sexual y reproductiva accesibles cognitivamente, con apoyos para la toma de decisiones, conforme a los artículos 12, 17, 23 y 25 de la Convención.
V. Artículo 23 — Respeto del hogar y de la familia
Las personas con discapacidad intelectual en Chile enfrentan barreras normativas y de hecho para ejercer el derecho a contraer matrimonio, formar una familia y ejercer la maternidad y la paternidad. La interdicción priva del ejercicio de derechos familiares; la esterilización forzada niega de raíz la posibilidad de decidir sobre la propia reproducción; y no existen programas estatales de apoyo a la parentalidad de personas con discapacidad, de modo que, ante situaciones de vulnerabilidad, la respuesta del sistema de protección tiende a la separación del niño o niña de su familia en lugar de la provisión de apoyos, en contravención directa del artículo 23, párrafo 4, de la Convención.
La Fundación ha documentado que madres y padres con discapacidad intelectual son objeto de evaluaciones de idoneidad parental construidas sobre estándares no exigidos al resto de la población, en las que el diagnóstico opera como presunción de incompetencia. Este patrón discriminatorio se ve reforzado por la ausencia de servicios de apoyo domiciliario y comunitario a la crianza.
5.1. Recomendaciones al Comité (artículo 23)
1. Recomendar el reconocimiento legal expreso del derecho de las personas con discapacidad a contraer matrimonio, formar una familia y ejercer la maternidad y la paternidad, con apoyos.
1. Recomendar la creación de programas de apoyo a la parentalidad de personas con discapacidad, y la prohibición de separar a un niño o niña de sus padres en razón de la discapacidad de estos.
1. Recomendar la revisión de los protocolos de evaluación parental para eliminar presunciones de incompetencia basadas en el diagnóstico.
VI. Artículo 24 — Educación inclusiva
6.1. Marco general: avances formales, arquitectura excluyente
Chile cuenta con instrumentos valiosos: la Ley 20.845 de Inclusión Escolar eliminó la selección académica y socioeconómica en establecimientos con financiamiento público mediante el Sistema de Admisión Escolar (SAE); el Decreto 83/2015 estableció criterios de adecuación curricular con enfoque de diseño universal; y la Ley 20.422 consagra el principio de educación inclusiva. Sin embargo, la arquitectura de financiamiento y de provisión de apoyos permanece anclada al Decreto 170/2009, que condiciona la subvención de necesidades educativas especiales a la certificación diagnóstica individual: el recurso sigue al déficit certificado, no a la transformación del entorno educativo.
1. Decreto 170: la diagnóstico-dependencia genera sobreevaluación clínica, listas de espera, exclusión de estudiantes sin diagnóstico formal y una lógica de cupos por establecimiento en los Programas de Integración Escolar (PIE), que limita el número de estudiantes con apoyo por curso.
1. Decreto 83: avance formal cuya implementación carece de financiamiento específico, acompañamiento técnico y monitoreo, por lo que la diversificación de la enseñanza depende de la voluntad de cada comunidad educativa.
1. Ley 21.545 (2023): pese a sus objetivos declarados, replica la lógica de legislación por diagnóstico, fragmentando el derecho a la educación inclusiva en estatutos paralelos según condición.
1. Formación docente: no existe un plan nacional obligatorio de formación inicial y continua en educación inclusiva, diseño universal para el aprendizaje y apoyos, brecha reconocida transversalmente por las propias comunidades educativas.
1. Datos: el Estado no publica datos desagregados y periódicos sobre trayectorias educativas de estudiantes con discapacidad (acceso, permanencia, egreso, transición postsecundaria), en contravención del artículo 31.
6.2. La regresión de 2026: proyecto de ley de "Elección Mutua" (Boletín 18389-04)
En 2026 el Ejecutivo presentó a tramitación el proyecto de ley de admisión escolar denominado de "Elección Mutua" (Mensaje N.º 082-374/2026, Boletín 18389-04), actualmente en discusión en la Comisión de Educación de la Cámara de Diputadas y Diputados. El proyecto reintroduce mecanismos de selección en el sistema escolar con financiamiento público. Para los estudiantes con discapacidad contempla un cupo del 10 %, cuyo diseño presenta vicios estructurales incompatibles con el artículo 24:
1. El cupo opera como techo condicional y no como piso garantizado: queda supeditado a la existencia de "postulaciones suficientes", de modo que el establecimiento puede no completarlo, sin que exista obligación de admisión prioritaria.
1. Se calcula sobre la matrícula total del establecimiento y no sobre las vacantes disponibles de cada proceso, lo que en la práctica reduce drásticamente los cupos efectivos anuales y puede llegar a anularlos en establecimientos con matrícula estable.
1. Los estudiantes con necesidades educativas especiales de carácter transitorio están completamente ausentes del proyecto: ninguna de sus disposiciones los considera, pese a constituir la mayoría de los estudiantes que hoy reciben apoyos en los PIE. Su omisión los deja plenamente expuestos a los mecanismos de selección.
1. La reintroducción de la selección con filtros de desempeño reinstala la lógica de competencia entre estudiantes que la Ley 20.845 había superado, y que opera sistemáticamente en contra de los estudiantes con discapacidad.
INCUMPLIMIENTO: El proyecto de "Elección Mutua", en su diseño actual, constituye una medida deliberadamente regresiva respecto del nivel de protección alcanzado por la Ley 20.845, contraria al artículo 24 de la Convención, a la Observación General N.º 4 (2016) y al principio de no regresividad. La Fundación ha expuesto estos vicios ante la Comisión de Educación de la Cámara de Diputadas y Diputados y ante el Ministerio de Educación.
Como alternativa, la Fundación ha propuesto un modelo de admisión con prioridad de primer orden para estudiantes con discapacidad y con necesidades educativas especiales, inspirado en el Decreto-Lei 54/2018 de Portugal: prioridad incondicional en la admisión, sin sujeción a postulaciones mínimas ni filtros de desempeño académico, calculada sobre las vacantes de cada proceso, acompañada de la obligación del establecimiento de proveer los apoyos y ajustes razonables correspondientes.
6.3. Recomendaciones al Comité (artículo 24)
1. Instar al Estado a abstenerse de aprobar el proyecto de ley Boletín 18389-04 en términos que reintroduzcan la selección escolar o establezcan cupos condicionales para estudiantes con discapacidad, por constituir una regresión incompatible con el artículo 24.
1. Recomendar que cualquier reforma al sistema de admisión garantice prioridad incondicional de admisión a estudiantes con discapacidad y con necesidades educativas especiales —incluidas las de carácter transitorio—, calculada sobre las vacantes disponibles y sin filtros de desempeño.
1. Instar a la reforma estructural del Decreto 170, transitando de un modelo de subvención por diagnóstico individual a un financiamiento basal de apoyos institucionales para la inclusión.
1. Recomendar el financiamiento, acompañamiento técnico y monitoreo de la implementación del Decreto 83 en todos los niveles educativos.
1. Recomendar un plan nacional obligatorio de formación docente inicial y continua en educación inclusiva, diseño universal para el aprendizaje y provisión de apoyos.
1. Recomendar la producción y publicación periódica de datos desagregados sobre trayectorias educativas de estudiantes con discapacidad, conforme al artículo 31.
1. Recomendar al Estado abandonar la técnica de legislación educativa por diagnóstico y consolidar un marco único de educación inclusiva para todos los estudiantes.
VII. Sección transversal — Accesibilidad cognitiva (artículos 9 y 21, con incidencia en el artículo 24)
La accesibilidad cognitiva es la dimensión sistemáticamente omitida de la política chilena de accesibilidad. La Ley 20.422 y su reglamentación desarrollan con detalle la accesibilidad física y, en menor medida, la sensorial, pero no reconocen la accesibilidad cognitiva como categoría normativa exigible: no existe obligación legal de que la información pública, los procedimientos administrativos y judiciales, los servicios de salud, los procesos electorales o los materiales educativos estén disponibles en formatos de fácil comprensión.
1. La Lectura Fácil carece de reconocimiento normativo en Chile, pese a contar con estándares técnicos internacionales consolidados (norma UNE 153101 EX y directrices internacionales) y con experiencia nacional acumulada, incluida la desarrollada por esta Fundación en clubes de lectura, materiales educativos y documentos institucionales.
1. Las personas con discapacidad intelectual no pueden comprender de manera autónoma resoluciones judiciales o administrativas que las afectan directamente —incluidas las propias sentencias de interdicción—, consentimientos informados en salud, contratos, información electoral ni comunicaciones de los servicios públicos.
1. En el sistema educativo, la ausencia de exigencias de accesibilidad cognitiva en textos escolares, evaluaciones e información a las familias constituye una barrera directa al artículo 24.
INCUMPLIMIENTO: La omisión de la accesibilidad cognitiva en el marco legal chileno constituye un incumplimiento de los artículos 9 y 21 de la Convención: sin comprensión de la información no hay ejercicio posible de la capacidad jurídica, del derecho a la educación ni de la participación.
7.1. Recomendaciones al Comité (accesibilidad cognitiva)
1. Recomendar la reforma de la Ley 20.422 para incorporar la accesibilidad cognitiva como dimensión obligatoria de la accesibilidad universal, con estándares técnicos, plazos y fiscalización.
1. Recomendar el reconocimiento normativo de la Lectura Fácil y la validación con personas con discapacidad intelectual como requisito de los documentos públicos esenciales (justicia, salud, educación, procesos electorales y beneficios sociales).
1. Recomendar la incorporación de exigencias de accesibilidad cognitiva en textos escolares, evaluaciones y comunicaciones oficiales del sistema educativo.
VIII. Conclusiones
El examen de Chile en 2026 se produce en un momento decisivo. Las deudas estructurales señaladas por el Comité en 2016 —capacidad jurídica, esterilización forzada, educación inclusiva— siguen pendientes, y a ellas se agrega hoy el riesgo cierto de una regresión legislativa en materia de admisión escolar. El Estado ha acumulado instrumentos declarativos sin transformar la arquitectura normativa y de financiamiento que produce la exclusión.
Las personas con síndrome de Down y con discapacidad intelectual no requieren estatutos especiales ni protecciones fragmentadas por diagnóstico: requieren el reconocimiento pleno de su capacidad jurídica, la protección efectiva de su integridad, el derecho a formar familia, una escuela que no las seleccione ni las expulse, e información que puedan comprender. Como sostiene esta Fundación en toda su labor de incidencia: la vergüenza debe cambiar de lugar — no son las personas con discapacidad ni sus familias quienes deben avergonzarse de exigir derechos, sino los sistemas que persisten en negarlos.
Fundación Down 21 Chile queda a disposición del Comité para proporcionar información adicional durante el proceso de examen.
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